En la Ciudad de Mar del Plata, a los 29 días del mes de octubre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1524-MP1 “BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. ALLAN HUGO ROBERTO s. PRETENSION INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia rechazando in limine la demanda promovida por el Banco de la Provincia de Buenos contra el Sr. Hugo Roberto Allan mediante la cual se perseguía el cobro de la suma de pesos ciento setenta y seis mil ochocientos cuarenta y tres con tres centavos ($ 176.843,03). 

II. Declarada a fs. 350/351 la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la accionante a fs. 341/342 y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 341/342?


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. A fs. 350/351 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Mar del Plata, dictó sentencia rechazando in limine la demanda promovida por el Banco de la Provincia de Buenos contra el Sr. Hugo Roberto Allan mediante la cual se perseguía el cobro de la suma de pesos ciento setenta y seis mil ochocientos cuarenta y tres con tres centavos ($ 176.843,03).


Como cuestión liminar, estimó que en el marco del Código Procesal Contencioso Administrativo, el trámite previsto como proceso sumario –regulado entre los artículos 67 a 75 del citado ordenamiento- se encontraba previsto específicamente para procesos administrativos especiales dentro de los cuales no encuadraba la petición formulada por el Banco.


Luego de recordar que la entidad accionante había descartado la tramitación del proceso por la vía del apremio, indicó que tanto la existencia del daño como su cuantía ya habían sido determinadas en sede administrativa.


Desde tal mirador entonces, e indicando que era la propia institución bancaria quien solicitaba -al momento de determinar el monto de condena pretendido- que los intereses se aplicaran desde que “quedó firme en sede administrativa el hecho generador del perjuicio”, concluyó que, al existir una resolución de la Administración que determinaba la existencia del hecho generador de responsabilidad del demandado, resultaba innecesaria la tramitación de un proceso de conocimiento para determinar la configuración del evento lesivo.


Precisando el alcance del proceso de conocimiento regulado en el ordenamiento procesal contencioso administrativo, remarcó que tenía por objeto una pretensión tendiente a lograr que el órgano judicial dilucide y declare, mediante la aplicación del derecho a los hechos planteados y acreditados, el contenido y alcance de la relación jurídica existente entre las partes, concluyendo que, en la especie, resultaba manifiesta la inadmisibilidad de la pretensión toda vez que la responsabilidad patrimonial del demandado había sido determinada en el procedimiento administrativo.


Avalando tal conclusión, y sustentándose en citas doctrinales, indicó que la Administración goza de una peculiar posición, encontrándose exonerada de recurrir al juez para obtener la definición de una situación jurídica, a la vez que provocando el desplazamiento de la carga impugnatoria al particular afectado, sujeto que, si pretende destruir la eficacia inmediata de los actos administrativos, los debe impugnar por alguno de los remedios recursivos legalmente previstos.


Indicó que la Administración se había hecho cargo de la obligación impuesta en los artículos 104 y 113 de la ley 13.767 –también prevista en el artículo 70 del derogado Decreto ley 7764/71- dictando el pertinente acto administrativo determinativo de responsabilidad.


Mal entonces –adujo- podría la Administración pretender reeditar en esta instancia las cuestiones ya ventiladas en el procedimiento administrativo solicitando a la judicatura que se vuelva a pronunciar sobre una situación jurídica ya cristalizada.


Lo contrario –indicó- importaría una inadmisible invasión de poderes por parte de la jurisdicción, al avanzar sobre competencias que expresamente el legislador le ha reconocido a la Administración, a la vez que un desgaste jurisdiccional innecesario.


En suma y con fundamento en la carencia de la demanda de ciertos requisitos de admisibilidad extrínsecos –procesales- o en la infundabilidad misma de la pretensión por defecto de los recaudos intrínsecos, consideró que –en los términos del artículo 336 del C.P.C.C.- correspondía el rechazo in limine de la demanda. Ello así, sin perjuicio de reconocer al Banco el derecho a reiterar la cuestión en otro continente apropiado y procesalmente conducente.


2. Contra el mentado pronunciamiento interpone recurso de apelación la entidad bancaria provincial (v. fs. 341/342) y solicita se lo revoque en todos sus términos.


Luego de efectuar una reseña de los antecedentes de la causa, resalta que no desconoce la idoneidad del carril procesal del apremio para efectuar el reclamo. Empero, aduce que ha optado por ventilar la cuestión en un proceso amplio de conocimiento.


Resalta que en el juicio de apremio, de naturaleza sumarísima, las defensas que puede deducir el demandado se encuentran acotadas y que la sentencia que en tal proceso recaiga hace cosa juzgada formal, dejando abierta la posibilidad de un juicio ordinario posterior.


Desde tal entendimiento, remarca que es su intención debatir ampliamente la cuestión y, en definitiva, obtener un pronunciamiento que asegure los efectos de la cosa juzgada material, cerrando de tal manera la posibilidad de que el asunto pueda ser nuevamente revisado en otro proceso.


Indica que la pretensión articulada encuentra sustento jurídico en la expresa previsión del artículo 12 inciso 3° de la ley 12.008 y que existen precedentes del Tribunal Supremo provincial que han admitido tal curso procesal.


Por último, aduce que no pretende beneficiarse de un proceso sin debate –como resultaría el juicio de apremio- sino que por el contrario, entiende que el trámite ordinario no sólo no le ocasionaría perjuicio alguno al demandado, sino que, en definitiva, le garantizaría la bilateralización y defensa en juicio.


II. El recurso merece estima.


1. Tal lo que se desprende de la reseña precedentemente efectuada, la cuestión a dilucidar radica en determinar si el rechazo in limine de la demanda que postula el magistrado de la instancia resulta ajustado a derecho o si, por el contrario, cabe admitir el cauce procesal articulado por el accionante.


Adentrándome a tal tarea, advierto que, conforme se desprende de los términos de la demanda, la documentación acompañada y demás constancias agregadas, en el sub lite se pretende hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de un empleado del Banco de la Provincia de Buenos Aires por su desempeño en el marco de la relación de empleo público con la entidad bancaria accionante, la cual se encuentra regida por el “Estatuto para el Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires”.


En concreto, la entidad promueve demanda contra el Sr. Hugo Roberto Allan persiguiendo “el cobro de la suma de pesos ciento setenta y seis mil ochocientos cuarenta y tres con tres centavos ($ 176.843,03) o lo que en más o menos resulte de la prueba a producirse en autos conforme los antecedentes obrantes en el sumario administrativo n° 10.988” (v. punto II del escrito de demanda obrante a fs. 329/334).


Ante tal pedimento, el a quo estimó que el proceso de conocimiento regulado en la ley 12.008 resultaba inadmisible, desde que –tal lo que adujo- la Administración ya había fijado –en el marco del sumario administrativo- la existencia y el alcance de la responsabilidad del agente público.


Por ello, y luego de indicar que el reclamo importaba un cobro de crédito fiscal de naturaleza no tributaria, consideró de aplicación en el sub examine el cauce procesal previsto en el Dto. ley 9122/78 –v. fs. 336/337-, razón por la cual rechazó in limine la demanda impetrada.


2. Precisado lo anterior, cabe recordar que el Supremo Tribunal provincial, en causa análoga a la aquí ventilada –en la que el Banco de la Provincia de Buenos Aires reclamaba a un ex agente el cobro de una suma de dinero en concepto de daños y perjuicios cuya existencia habían quedado acreditados en el sumario administrativo-, dispuso imprimir al reclamo “… el trámite reglado por el Título I de la ley 12.008 y sus reformas, con las salvedades que resulten pertinentes…” (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 66.465 “Banco de la Provincia de Buenos Aires”, res. de 23-VI-2004). Tal precedente, arroja sobre el asunto un manto de luz que, en definitiva, acuerda razón al apelante en cuanto a la admisibilidad del proceso de conocimiento contencioso administrativo impetrado.


Sin desconocer las particularidades que lleva ínsita la pretensión incoada por la entidad bancaria –en cuanto persigue el cobro judicial de una suma de dinero fijada en el marco de un sumario administrativo-, de admitirse la imposibilidad de ventilar la cuestión en el ámbito propio del proceso regulado en la ley 12.008, se arribaría al absurdo de excluir de la materia contencioso administrativa cuestiones propias como resultan ser las derivadas de la relación estatutaria de derecho público (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 65.060 “Potel”, res. de 12-II-2003). De ahí que al pronunciarse en el citado precedente, la Corte Provincial manda a tramitar el asunto por el carril reglado en el Título I del C.P.C.A., aunque con las adecuaciones que quepa introducir en atención a las particularidades del asunto.


En idéntico lineamiento, y pronunciándose sobre una cuestión de competencia planteada por el mismo magistrado de la instancia con sustento argumental en la aplicación del trámite previsto en el Dto. ley 9122/78 –que asigna el conocimiento de la ejecución de los créditos de naturaleza no tributaria a los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial-, la Suprema Corte local desestimó la admisibilidad de tal procedimiento para perseguir el cobro de una suma de dinero determinado por la autoridad administrativa –aunque en aquel caso lo fue en el marco de un contrato administrativo-, rechazando la declinatoria de competencia efectuada y mandando a tramitar el proceso por la ley 12.008 (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 68.549 “Municipalidad de General Pueyrredon c. Club Social y Deportivo Defensores de Parque Hermoso s. Materia a categorizar s/ Conflicto de Competencia”, res. de 26-IV-2006).


Para más, aunque hipotéticamente se admitiera –en claro apartamiento de la doctrina legal citada- la viabilidad del juicio ejecutivo para que el Banco se hiciera acreedor de la suma fijada en el acto administrativo que determina la responsabilidad patrimonial de un agente público en el marco de un sumario administrativo, válidamente podría predicarse como aplicable el artículo 519 del C.P.C.C., en cuyo sustento, el accionante podría optar por el proceso de conocimiento antes que el de ejecución, eventualidad ante la cual y sólo de mediar oposición expresa del demandado, podría pronunciarse la judicatura (cfr. argto. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial Mar del Plata, sala II, in re “Consorcio Propietarios Edificio calle Mitre 2190”, res. de 29-12-1997; Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial San Nicolás, in re “Ondarcuhu”, res. de 5-09-2006).


III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación de fs. 341/342 y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento de grado en cuanto dispuso el rechazo in limine de la demanda (argto arts. 336 C.P.C.C.; 12, 27 y ccdtes. C.P.C.A.), debiendo el magistrado de la instancia imprimirle al proceso el trámite reglado en el Título I de la ley 12.008, con las adecuaciones que juzgue pertinentes en atención a las particularidades de la pretensión. Las costas de esta instancia se imponen en el orden causado (argto art. 51 del C.P.C.A.).

A la cuestión planteada voto, en consecuencia, por la afirmativa.
Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el Banco de la Provincia de Buenos Aires a fs. 341/342, revocando la sentencia apelada en cuanto dispuso el rechazo in limine de la demanda (argto arts. 336 C.P.C.C.; 12, 27, 77 y ccdtes. C.P.C.A.), debiendo el magistrado de la instancia imprimirle al proceso el trámite reglado en el Título I de la ley 12.008, con las adecuaciones que juzgue pertinentes en atención a las particularidades de la pretensión. Las costas de esta instancia se imponen en el orden causado (arts. 51 C.P.C.A.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del decreto ley 8904/77). 

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen para la continuidad del trámite conforme lo que aquí se decide.

